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El derecho civil –y aquí comparto las 
ideas de una de las personas que me 
marcó mucho en la academia, como 
dice el doctor Luis Picazo (español, 
de las grandes promesas españolas 
actuales)-, es el derecho más refinado 
o el más elaborado de los derechos 
y representa la misma esencia de la 
constitución de una sociedad. Es su 
constitución civil. En efecto, en mi 
criterio, el derecho civil no es otra 
cosa que la normatividad de las rela-
ciones privadas entre los hombres, 
es la expresión mas intima de una 
sociedad, regula por vocación propia 
las relaciones profundas y esen-
ciales de una sociedad. Al derecho 
civil no le concierne lo relativo a la 
normatividad del poder o la acción 
política y económica, sino que le 
atañe la organización de los grandes 
momentos de la vida del hombre: el 
nacimiento a través de la filiación; la 
unión de sexos mediante el matrimo-
nio; la muerte que preludia el ámbito 
de derechos de sucesiones; la orga-
nización de las relaciones económicas 
entre los hombres, que es el ámbito 
materno de las leyes de los derechos 
y obligaciones de los contratos; final-
mente, los modos de apropiación de 
la riqueza, que es el propio del dere-
cho de los bienes.

El derecho civil está dominado 

por procesos de duración lenta pero 
muy profunda, ello permite afirmar 
que una reforma no ha sido entera-
mente asimilada en la sociedad 
mientras el derecho civil no la haya 
integrado. La legislación civil, es el 
resultado de un esfuerzo social que 
aspira a alcanzar un objetivo común, 
es la expresión cultural de una socie-
dad; para comprender y tener esto 
muy en la cabeza, podemos entender 
lo que significa fundamentalmente la 
adopción y la creación del derecho 
civil en nuestra patria: ¿cuál ha sido?, 
¿en qué forma nos organizamos los 
mexicanos?, ¿cómo recibimos la cul-
tura extranjera?, ¿de qué modo la 
asimilamos, la adaptamos?, ¿cómo 
la procesamos?, esencialmente, ¿qué 
nos permite entender lo que somos 
hoy como sociedad y qué preten-
demos como tal? El derecho civil se 
observa como un proceso muy lento 
que se va extendiendo en nuestro país 
después de la conquista, en nuestras 
instituciones fehacientes de la socie-
dad mexicana. No es sino a partir 
precisamente de la aceptación y de la 
generalización de sus efectos, como 
podemos identificar con certeza la 
consolidación de la sociedad mexi-
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cana, de la independencia para pasar 
a hacer una referencia histórica.

Hasta bien entrado el siglo 
XX, México ha sido un laborato-
rio de ciencia política. En medio 
de un virreinato con clara vocación 
monárquica, súbitamente se convir-
tió en un imperio; tuvo posterior-
mente dos regencias, una república 
central, una dictadura, otro imperio, 
se remitió luego a la fórmula federal, 
sufrió una nueva dictadura, para reto-
mar finalmente la vía del federalismo. 
A fin de comprender, en el contexto 
de la evolución legislativa mexicana, 
el ámbito del derecho privado con 
mayor precisión, conviene hacer al-
gunas reflexiones desde el punto de 
vista de nuestra propia historia, sobre 
cómo se origina toda esta fiesta legis-
lativa mexicana.

Bien. Durante la conquista, los 
Reyes Católicos en su momento 
empezaron a marcar el rumbo de 
nuestras Américas, mediante la pro-
hibición, a toda persona que no estu-
viese sujeta a la corona, de ingresar 
a las colonias y comerciar con éstas, 
salvo que se contara con autori-
zación real expresa; es esto lo que se 
denominó la exclusividad colonial. 
Conforme fue pasando el tiempo, el 
control colonial se tornó más férreo, 
así, Felipe II privilegió (esto es muy 
importante en el proceso de colo-
nización) únicamente a los penin-
sulares, salvo para el comercio de la 
costa, pese a que también pertenecían 
a la corona española los flamencos, 
los italianos, etcétera. Es decir que 
nuestras Américas transitaron de la 
exclusividad colonial al españolismo 
exclusivo y ese sistema puesto en 
práctica a partir del reinado de Felipe 
II, marcó a las tres Américas étnica 

y culturalmente. Esta disposición de 
Felipe II comenzó a ser combatida por 
las primeras generaciones indianas 
mexicanas; en México, por ejemplo, 
Juan Ruiz de Alarcón, alumno predi-
lecto de Tirso de Molina, las rebate 
fundamentalmente en sus obras.

Ya consolidadas las colonias étni-
cas americanas, vienen las vicisitu-
des de las guerras napoleónicas en 
Europa. España se ve invadida por 
Napoleón Bonaparte, entonces, en 
plenas vicisitudes, fundamentalmen-
te en las colonias españolas, Fernando 
VII (esto es muy importante para 
nuestro caso), mediante un estatuto, 
incorpora  a todas las colonias ameri-
canas como parte de la monarquía 
española. Nueva España formó parte 
de la monarquía española y por tal 
motivo y a titulo propio se hizo repre-
sentar por invitados particiales por los 
cuales se sacó muy definitivamente la 
intendencia de Jalisco en el Congreso 
de Cádiz, que aprobó en lo principal 
las Cortes de Cádiz, que aprobó la 
Constitución de Cádiz (1812), y  que 
se volvió a publicar en 1820.

Entramos en los terrenos de la 
primera introducción de un nuevo 
concepto, fundamental en materia de 
derecho civil, que es el problema de 
la codificación. En Cádiz por primera 
vez comenzó a hablarse del principio 
de codificación. Así, por ejemplo, se 
señalaba que el código civil criminal 
y el de comercio, eran los mismos 
para toda la monarquía, sin perjuicio 
de las variaciones que por particula-
res circunstancias pudieran hacer las 
Cortes. Esto decía la Constitución 
de Cádiz y debido a ello, el artículo 
correspondiente de dicha Carta fue 
combatido severamente por los pro-
vinciales indianos en las cortes gadi-
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tanas. ¿Por qué? Más que por una 
razón de tipo técnico, para evitar que 
a través de un subterfugio legal se 
pudiera conservar el antiguo régimen 
colonial y se marcaran y engendraran 
las diferencias entre los peninsulares 
y los primeros mexicanos.

Viene luego la etapa de la inde-
pendencia mexicana y con el episo-
dio que ésta significó, inicia el debate 
de la codificación, en este caso, prin-
cipalmente por parte de la sociedad 
colonial. Sí: la independencia mexi-
cana significó un episodio funda-
mental; pero en la vida de la colonia 
mexicana sobrevivieron, subsistieron 
las mismas estructuras coloniales y 
con esa estructura por completo colo-
nial, tratamos de empezar a descubrir 
la Ilustración. El efecto del Código de 
Napoleón en este caso fue un modelo 
mucho más fructuoso para la nación 
mexicana y proveyó, mucho antes que 
la monarquía española, al menos un 
modelo inicial para el naciente estado 
mexicano ante una situación caótica, 
en el momento de la independencia 
respecto del régimen civil colonial.

México estaba inmerso en un caos 
legislativo indescriptible, la legislación 
se integraba por las leyes monárqui-
cas de varios siglos, las leyes reco-
piladas, las leyes del fuero federal o 
central. Para complicar aún más las 
cosas, esta legislación se hallaba en 
parte alterada, en parte adaptada 
con nomenclaturas provenientes de 
causas, autoridades o corporaciones 
ya entonces totalmente desapareci-
das, como eran las virreinales, y de 
cuyas atribuciones se intentó redis-
tribuir las fundamentales en el nuevo 
sistema jurídico mexicano.

Se ignoraba si las disposiciones 
españolas continuaban vigentes, no 

se sabía cuáles observar ni a cuáles 
debería dárseles la prelación. El pro-
blema, con el paso de los años, se 
complicaba mucho más en el país. 
Con objeto de dar una idea más o 
menos aproximada de la complejidad 
latente a la que se enfrentaba este país 
a principios de la época independien-
te, voy a citar el caso de un actor de 
la época que se llamaba García Van-
centa, quien señaló con mucha razón 
que para conocer todo el sistema, ese 
laberinto legal mexicano, era necesa-
rio vivir varias ocasiones.

Para complicarnos aún más la 
vida -y esta reflexión quiero compar-
tirla con ustedes-, México adoptó el 
sistema federal; un modelo que copió 
literalmente de los Estados Unidos. 
Entonces, nos hallamos con que se 
traspuso un régimen federal a una 
estructura neocolonial, es decir, a un 
país donde se conservaban los fun-
damentos coloniales, donde existía 
un ius comun como un solo derecho 
para todas las tierras americanas; y a 
través de la inducción de ese sistema 
federal, se intentó variar todo el ius 
comun. La añadidura de la noción de 
codificación en México, en calidad 
de método –daré cuenta de ello más 
adelante– de renovación normati-
va que sustituía al antiguo método 
–la recopilación española–, fraguó la 
fragmentación de la legislación civil 
española. Recordemos aquella frase 
famosa de Fray Servando Teresa 
de Mier, quien al observar la trans-
posición del régimen federal, propio 
de los Estados Unidos, a nuestro país, 
decía que en tanto que en aquélla 
nación el federalismo sirvió para unir 
lo desunido, en México sirvió para 
desunir lo unido.

Así, pues, tenemos, por una parte, 

UNIFICACIÓN DEL DERECHO CIVIL



176 NÚMERO 31 . JUNIO 2005

ACTIVIDADES INSTITUCIONALES

un ius comun vigente en el territorio 
todo de la antigua Nueva España, 
luego independizado y erigido en 
México. Tenemos, también, un sis-
tema federal sobrepuesto por com-
pleto a una realidad jurídica colonial. 

Tal, el escenario que describe 
México a inicios del siglo XIX, con 
motivo del advenimiento de la inde-
pendencia y –como puede advertir-
se– preñado de contradicciones. En 
ese momento, se quiere e intenta que 
el sistema mexicano empiece a sinteti-
zar, a procesar muy rápidamente los 
postulados de la ilustración: adopta el 
respeto estricto al hombre individual-
mente considerado, cosa que conlleva, 
en lo fundamental, la igualdad formal 
frente a la ley y produce la incipiente 
secularización de los actos, del regis-
tro civil, así mismo la noción de 
propiedad privada como un régimen 
ejecutivo del antiguo señorío feudal 
español y su inviolabilidad. Esos pos-
tulados que se proclama y que trata 
de adoptar rápidamente, produce en 
la realidad mexicana efectos esencial-
mente nocivos.

Con motivo de la independencia 
mexicana, adoptamos el principio 
republicano de igualdad de todos 
frente a la ley y con esto transfor-
mamos muy rápidamente el régimen 
jurídico específico al que se hallaban 
sometidos nuestros indígenas; de un 
día para otro se desvaneció el esta-
tuto jurídico del indígena, al que en 
tiempos coloniales se le consideraba 
como un no emancipado, de modo 
que sus relaciones patrimoniales 
debían considerarse bajo ese régimen. 
Al no haberse procedido así, los indí-
genas súbitamente se vieron despro-
vistos de esa forma de las leyes que 
tuvieron su origen en el paternalismo 

cristiano de los reyes de la casa de 
Austria y en la etapa del despotismo 
ilustrado de los Borbones. Las con-
secuencias fueron previsibles, porque 
en el momento en que introdujimos 
y alteramos el sistema indiano, sobre 
todo como lo hicimos, trasponiendo 
el principio republicano de igualdad 
ante la ley, sometimos a gran parte de 
la población indígena mexicana a veja-
ciones y expoliaciones. Ello explica 
en gran medida las zozobras sociales 
vividas durante el siglo XIX mexicano 
en las comunidades indígenas.

México empezó a sustituir un 
orden normativo que nos venía de 
una inercia colonial de 300 años, por 
otro principio conceptual, el de la 
codificación. El pueblo mexicano se 
resignó frente a las ideas liberales y 
a las de la Ilustración. Empezamos a 
adaptar incluso verbatium al código 
civil francés, por ejemplo –cuyo 
bicentenario se festeja en este año– y 
así comienza a introducirse paulati-
namente el sistema de codificación.

Déjenme narrarles algunas cosas 
para que ustedes puedan entender la 
gravedad del problema: en el año... 
1827 a 1828 se adoptó en tierras 
americanas el primer código civil: 
el del Estado de Oaxaca, el Código 
civil francés verbatium corregido. La 
única parte creativa del Código Civil 
de Oaxaca obedece al desarrollo de 
la introducción. Posteriormente vi-
no otra parte incipiente, que era el 
proyecto de Zacatecas de 1829, y el 
gran proyecto mexicano que nace 
aquí, en el interior de Jalisco, que 
es el proyecto González Castro. El 
proyecto González Castro es uno de 
los grandes proyectos de codificación 
en tierras americanas, con esta nove-
dad (el código que estaba diseñado 



177

para el Estado de Jalisco a mediados 
de 1839 y que posteriormente tuvo 
una votación general por la que trató 
de hacerse un código general para 
toda la república), González Castro 
señala latentes las fuentes de los cuales 
se forma fundamentalmente este 
proyecto, y así narra que todas las leyes 
de los códigos legislativos que hasta 
ellos los habían gobernado: derecho 
civil de los romanos, derecho general 
y provincial mexicano, leyes de parti-
das, recopilación de Castilla e Indias, 
cedularios, decretos de las cortes de 
España, leyes y decretos del Colegio 
General del Estado y finalmente el 
código civil francés y los códigos de 
Zacatecas y de Oaxaca, son las fuen-
tes que enmarcan fundamentalmente 
el proyecto de González Castro.

Entonces, percibimos el inicio de 
la exclusión de un antiguo régimen 
por la introducción de un nuevo régi-
men de codificación que mostraba 
dos modelos de sociedades total-
mente diferentes; por una parte, te-
nemos la redacción de un texto único 
en forma sobria y abstracta, propia 
de la codificación, que contrastaba 
fundamentalmente con el problema 
de la recopilación que estábamos 
nosotros acostumbrados a manejar 
normalmente en este país. Los textos 
de esas épocas, redactados con esti-
los diferentes, propician algunas in-
terpretaciones jurídicas, lo que era el 
método de la recopilación española, y 
así empezamos aplicando un modelo 
de sociedades distintas a la nuestra; 
por una parte, los liberales mexica-
nos estaban impulsando un sistema 
de codificación como una susti-
tución, principalmente, del orden 
preestablecido. Por otra, estaban los 
conservadores mexicanos tratando 

fundamentalmente de resguardar el 
statu quo, ante la falta de aceptación 
de algunas ideas que conllevaban a 
la alteración de la estructura social 
y vulneraba con ello los privilegios 
de los primeros mexicanos, de los 
hacendados, del alto clero y del ejér-
cito. Esta concepción de los conser-
vadores mexicanos, dominada por la 
escolástica y consecuentemente por 
la rectoría de la iglesia, determinará 
la posición de la persona en la socie-
dad al margen de su individualidad, 
consideraba como sacramentos a 
los actos del estado civil, reducía a la 
familia al derecho canónico y se tenía 
la formula del señorío como método 
de apropiación de recursos. Tenemos 
mucho tiempo los mexicanos en 
darnos la primera, lo que hoy hemos 
denominado la primera constitución 
civil mexicana, que tras la elabo-
ración del Código Civil de 1870, la 
sociedad mexicana habría de transi-
tar de la marginación y el aislamiento 
intelectual al que fue sometido por 
el régimen colonial férreo español, 
al descubrimiento de los postulados 
de la Ilustración, cuya fascinación la 
indujo a tratar de adoptarlos y adap-
tarlos en su antigua estructura colo-
nial: la concepción escolástica del 
individuo al servicio del orden pre-
establecido y a la afirmación de su 
individual y libre albedrío, los sacra-
mentos de los actos del registro civil 
a su secularización, el gobierno del 
régimen canónico de las relaciones 
intrafamiliares a su laicización, el ré-
gimen económico feudal a una inci-
piente economía del mercado cuyo 
centro de gravedad es la noción de 
propiedad. Esa noción conservadora 
muy pronto demostró su inviabili-
dad, y que en España fundamental-
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mente adopta los nuevos principios 
liberales; así, por ejemplo, en España 
se crea en 1843 la Comisión Federal 
de Codificación y en 1851 termina el 
proyecto de concebir un sistema de 
codificación para toda España.

Es este proyecto de 1851 español, 
con una clara influencia francesa, en 
el que García Goyena hace sus famo-
sos comentarios y el que serviría de 
pauta fundamentalmente para que 
Justo Sierra, encargado por Juárez 
para la redacción del código, haya 
de redactar la primera constitución 
civil mexicana en el año de 1870. En 
efecto: ¿qué pasa con Juárez y qué 
pasa con Justo Sierra? Juárez se per-
cata de la fragmentación de la legis-
lación civil mexicana. En el contexto 
de 1857 se debate la idea, fundamen-
talmente, de la uniformidad mexi-
cana, como una idea propia y acorde 
con nuestra tradición jurídica; sin 
embargo, la fe federalista que se pro-
fesaba en el congreso de 1856 impidió 
que México pudiera contar con una 
legislación uniforme en su propio 
territorio; no obstante esto, Juárez se 
percata del problema, comisiona a su 
ministro Lafragua para que viaje por 
tierras mexicanas y empiece a con-
vencer a todas las entidades federa-
tivas de la adopción del Código Civil 
de 1870 y así se puede narrar que el 
primer gran movimiento reforma-
dor en tierras americanas se provoca 
por el impulso del presidente Juárez, 
aprobado por el Código Civil de 1870 
y en esa forma puede decirse que 
adoptan a la letra el Código Civil de 
1870: Guanajuato, Puebla, Durango, 
Guerrero, San Luis Potosí, Zacatecas; 
con algunas modificaciones: Chiapas, 
Hidalgo, Michoacán, Morelos, Queré-
taro, Sinaloa, Tamaulipas, Sonora; con 

francas modificaciones: Campeche, 
Tlaxcala, etcétera. Muy poco habría 
de perdurar en lo fundamental la uni-
formidad legislativa en su territorio.

Me referiré ahora a los postulados 
que introduce la nueva constitución 
civil mexicana, que es el Código 
Civil de 1870 en nuestras tierras. 
Primero, tenemos el individualismo, 
y segundo, tenemos el estatuto per-
sonal como una idea proveniente del 
código civil francés, no obstante que 
en tierras americanas se debatía un 
principio nacionalista totalmente dis-
tinto al que recoge México en el año 
de 1870. Así tenemos, por ejemplo, 
el esbozo en Brasil, en Argentina, el 
código Andrés Bello, que tuvo una 
gran repercusión en Sudamérica, en 
la que recogen una tesis esencial-
mente territorialista en materia de 
conflicto de leyes. 

México adopta en forma auto-
mática tras la respuesta el estatuto 
personal francés, que habremos de 
abandonar en forma radical con el 
código civil del 28 y claro, un nacio-
nalismo exacerbado a partir de esa 
época que va a perdurar en tierras 
mexicanas hasta fines del siglo XX.

Tenemos como otro principio car-
dinal de la estructura civil mexicana, la 
secularización de los actos del registro 
civil, la introducción de la adopción 
de orden público como un elemento 
ordenador de la autonomía de la 
voluntad. La primera ocasión que 
nosotros reconocemos la adopción 
de orden público, latente como una 
sanción, digamos, cuya transmisión 
equivaldría a la acción contractual de 
la nulidad, tenemos la autonomía de 
la voluntad, desde luego, y tenemos 
la noción de un régimen que debía 
de responder a una economía del 
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mercado en ese tiempo. Y déjenme 
decirles muy brevemente: este régi-
men económico que parte, que se 
adopta a fines del siglo XIX, sobre-
vive durante todo el régimen del XX y 
marca la forma de conceptualización 
mexicana en torno al problema más 
importante, que es el problema de 
las garantías. En la época colonial 
regía la hipoteca, lo que se conocía 
como la hipoteca general y tácita, 
que provocaba fundamentalmente 
problemas de sustancia en todo 
el sistema libre de circulación de 
bienes; eso obedecía a una concep-
ción de la propiedad peculiar de la 
época colonial, como lo he sostenido 
con resabios de un gran federalismo, 
tenemos el antiguo delito del esterio-
rato, el cual se perseguía civilmente 
al deudor, que no obstante la consti-
tución de la hipoteca federal, hubiera 
podido dar en garantía los mismos 
bienes a diferentes acreedores. La 
codificación francesa descarta todo 
el régimen de la hipoteca general 
tácita e introduce la individualidad 
de la hipoteca, y nosotros entendi-
mos muy rápidamente ese sistema y 
lo adoptamos, pero lo incorporamos 
en un sistema esencialmente colonial, 
aprovechamos los antiguos oficios de 
hipoteca de la colonia para organizar 
todo un sistema hipotecario mexi-
cano dentro de ese sistema general; 
entonces, eliminamos por una parte 
las hipotecas generales y ocultas 
pertenecientes a ese régimen feudal 
colonial, que vivían sensiblemente 
del otorgamiento de crédito y de la 
estructura crediticia mexicana que 
las comunidades constituían y que 
constituyen a la fecha su elemento 
de apoyo. Las ideas liberales partici-
paban, y con razón, que la comisión 

que las hipotecas generales signifi-
caban una seria limitación para la 
libre disposición de la propiedad del 
inmueble por  parte del  deudor, que 
veía en esa forma reducida en una 
forma sensible su capacidad credi-
ticia. Vean ustedes el giro que da la 
Colonia y este giro que da el Código 
Civil del 70, marca todo el sistema 
crediticio mexicano a fines del XIX, 
persiste en el XX y todavía nosotros 
tenemos la conceptualización que 
significa ese sistema de garantías: 
introdujeron la especialidad de la 
hipoteca, su publicidad inmobiliaria; 
únicamente la hipoteca podría recaer 
sobre bienes ciertos y determinados, 
se prohibió que su propietario esta-
bleciera la cláusula que pudiera volver 
a hipotecarlos; la libre disposición de 
los bienes se consideró un derecho de 
propiedad y orden público.

En suma, el sistema crediticio me-
xicano, a partir de una sustitución del 
antiguo régimen colonial, ha intro-
ducido este sistema hipotecario, y 
este sistema hipotecario mexicano 
lo estructuramos con base no en 
la capacidad crediticia latente del 
deudor, sino en la insuficiencia de 
la garantía hipotecaria, y esta consti-
tución prevista en la sociedad mexi-
cana a finales del XIX, perdura hasta 
la fecha. Y ese es el gran cuestiona-
miento latente que tenemos ahora 
dentro de nuestra propia sociedad 
mexicana: ¿cómo liberar y rediseñar 
un régimen de garantías para poder 
entrar a una sociedad moderna, ágil y 
con un crédito propio?

Yo quisiera terminar esta expo-
sición, si ustedes me lo permiten, 
con unas palabras de una gente que 
no es abogado, y que posiblemente 
los no abogados tengan mas teoría 
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que nosotros para expresarnos: Paz 
sostenía que el gran debate en el 
siglo XIX mexicano había sido cómo 
modernizar México; este debate había 
ocupado las mentes de los más ilus-
tres mexicanos en el siglo XIX: creía-
mos y pensábamos que cambiando 
la estructura de legalidad podríamos 
modernizar México y padecer el bie-
nestar de la sociedad: Hoy, después 
de que ha transcurrido mucho tiempo, 
decía Paz, los mexicanos tenemos que 
sentarnos y tratar de conciliar la mo-
dernidad con nuestro pasado, me-
diante la relación de nuestro pasado 
podemos confirmar lo que nosotros 
los mexicanos podemos concebir en 
nuestro futuro.




